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AUTO QUE RESUELVE EXCEPCIÓN DE IMPROCEDENCIA DE ACCIÓN 
 
RESOLUCION NÚMERO: SEIS 
Lima, veintitrés de junio de dos mil veintidós.- 
 

 
AUTOS, VISTOS Y OÍDOS; en audiencia pública la 

excepción de improcedencia de acción deducida por el investigado 

Daniel Enrique Salaverry Villa respecto de los delitos de Peculado 

Doloso por Apropiación, Peculado Doloso por Apropiación a favor de 

Terceros y Falsedad Ideológica, en agravio del Estado; con el Oficio N° 

(149-2022)-2022-MP-FN-2FSTEDCFP de la Segunda Fiscalía Suprema 

Transitoria Especializada en Delitos de Funcionarios Públicos, mediante 

el cual se remite la carpeta fiscal digital N°268-2018 (numeración 

signada ante la Fiscalía de la Nación), la cual está denominada como 

Anexo I en la Carpeta Fiscal N°149-2022 (numeración signada ante la 

indicada fiscalía suprema especializada). 

 

Y CONSIDERANDO: 

§ HECHOS. 

PRIMERO.- Según relata la fiscalía, en este caso se le imputa al 

investigado Daniel Enrique Salaverry Villa lo siguiente: 

 

1.1 Haberse apropiado para sí de caudales públicos (importes 
dinerarios), entregados por la Dirección General de Administración del 
Congreso de la República, por concepto de “gastos de semana de 
representación” para que participe en actividades oficiales de las 
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semanas de representación de los meses de enero y febrero del año 
2017, que le fueron confiados en razón de su cargo como Congresista 
de la República, actividades que no se realizaron, pero cuyos gastos 
(alquiler de vehículos) fueron sustentados documentalmente, por 
cuanto estaba sujeto al mecanismo de reembolso, con facturas que le 
fueron proporcionadas por personal de su confianza (asesor 
parlamentario), con la intención de sustentar la realización de servicios 
simulados o inexistentes y así apropiarse de fondos públicos destinados 
a sustentar gastos de semana de representación. Por este hecho se le 
atribuye el delito de Peculado Doloso por Apropiación previsto en el 
artículo 387° del Código Penal. 
 
1.2 Haberse apropiado para sí de caudales públicos (importes 
dinerarios), entregados por la Dirección General de Administración del 
Congreso de la República, por concepto de “apoyo logístico en la 
semana de representación” para que participe en actividades 
oficiales de las semanas de representación de los meses de noviembre 
y diciembre del año 2017, y enero, febrero y marzo del año 2018, los 
cuales no se realizaron, pero que le fueron confiados en razón de su 
cargo como Congresista de la República, montos que se entregaban 
en forma adelantada a la semana de representación y que no se 
encontraban sujetos a rendición de cuenta (sustento documental de 
los gastos incurridos), sin embargo, sobre dichos informes, existía la 
obligación de acreditar la realización de actividades oficiales en las 
semanas de representación, presentando los informes por semana de 
representación. Por este hecho se le atribuye el delito de Peculado 
Doloso por Apropiación previsto en el artículo 387° del Código Penal. 
 
1.3 Haberse apropiado para otros, de caudales públicos (importes 
dinerarios), entregados por la Dirección General de Administración del 
Congreso de la República, por concepto de “viáticos por semana de 
representación”, en mérito a la Directiva N°012-2013-DGA/CR – 
Procedimiento para la asignación de viáticos y otros recursos por 
comisión de servicio dentro del territorio nacional, para que personal 
de confianza de su despacho congresal participen en actividades 
oficiales por las semanas de representación de los meses de enero, 
febrero, noviembre y diciembre del año 2017, y enero, febrero y marzo 
del año 2018, los cuales no se realizaron; sin embargo, solicitó su 
asignación y entrega, en razón de su cargo como congresista de la 
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República, beneficiando así a los ex servidores parlamentarios 
Geanmarco Antonio Quezada Castro (Asesor I), Luis Fernando 
Calderón Carvajal (asesor II), Juan Carlos Llontop Gamarra (asistente) y 
Segundo Agustín Ortiz Ramírez (técnico), quienes se habrían 
beneficiado económicamente con viáticos y pasajes (terrestres y/o 
aéreos). Por este hecho se atribuye el delito de Peculado Doloso por 
Apropiación a favor de Terceros previsto en el artículo 387° del Código 
Penal. 
 
1.4 En razón de su cargo como Congresista de la República, haber 
insertado en sus informes de actividades oficiales de las semanas de 
representación de los meses de enero, febrero, noviembre y diciembre 
del año 2017, y enero, febrero y marzo del año 2018 (documentos 
públicos), que presentó ante la presidencia de la Mesa Directiva del 
Congreso de la República, declaraciones falsas, señalando la 
realización de diversas actividades oficiales, pese conocer que tal 
información no se condice con la realidad, por cuanto no se habrían 
realizado, circunstancias que conllevó a ocasionar un perjuicio, tanto 
patrimonial, como extrapatrimonial, al Congreso de la República. Por 
este hecho se le atribuyen los delitos de Falsedad Ideológica y 
Falsedad Genérica previstos en los artículos 428° y 438° del Código 
Penal. 
 

§ LA EXCEPCIÓN DEDUCIDA. 

SEGUNDO.- Mediante escrito de fecha 20 de mayo de 2022, Salaverry 

Villa dedujo la excepción de improcedencia de acción respecto de 

los delitos de Peculado Doloso por Apropiación, Peculado Doloso por 

Apropiación a favor de Terceros y Falsedad Ideológica, previstos en los 

artículos 387° y 428° del Código Penal. No es materia de excepción el 

delito de Falsedad Genérica previsto en el artículo 438° del Código 

Penal. Instalada la audiencia pública el 03 de junio del 2022, se 

debatió la excepción de improcedencia de acción planteada por el 

investigado Salaverry Villa (abogado Heriberto Hugo Lévano Torres); con 

participación del Fiscal Adjunto Supremo Luis Felipe Zapata Gonzáles. 

2.1 ARGUMENTOS DE LA DEFENSA DE SALAVERRY VILLA 
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 Se deduce la excepción de improcedencia de acción como 

pretensión principal; como primera pretensión accesoria, pide se 

ordene el sobreseimiento definitivo de la investigación; y, como 

segunda pretensión accesoria se anulen los expedientes penales 

que la investigación hubiera generado. 

 Sobre los hechos, refiere que se imputa a Salaverry Villa, 

supuestamente haberse apropiado de caudales públicos 

entregados por la Dirección General de Administración del 

Congreso de la República, por concepto de gastos de la 

semana de representación en mérito al Acuerdo de Mesa N°018-

2010-2011 de fecha 17 de agosto de 2010, precisado mediante 

Acuerdo N°306-2011-2012 de fecha 19 de junio del 2012, para 

que participe en actividades oficiales de la semana de 

representación, de los meses de enero y febrero del año 2017. 

 Se señala que no se realizaron dichas actividades y que sin 

embargo se presentaron dos facturas por el alquiler de vehículos 

oficiales que fueron utilizados por el investigado en aquella 

oportunidad para la realización de las actividades programadas. 

 Igualmente, se le imputa haberse apropiado para sí de importes 

dinerarios entregados por la Dirección General de 

Administración del Congreso de la República, por concepto de 

Apoyo Logístico de la semana de representación conforme al 

Acuerdo N°038-2017-2018 para que participe en actividades 

oficiales de la semana de representación de los meses de 

noviembre y diciembre de 2017, y de enero, febrero y marzo de 

2018, los cuales supuestamente no se realizaron; importes que le 

fueron confiados en su cargo de Congresista de la República y 

que le fueron entregados de manera adelantada, que no se 

encontraba sujeta a rendición de cuenta, pero sí a la 

presentación de un informe de las actividades oficiales 

realizadas. 

 También se le imputa haberse apropiado para otros (peculado 

doloso en beneficio de terceros) de caudales públicos e 

importes entregados por la Dirección General de Administración 

del Congreso de la República, por concepto de viáticos, por la 

semana de representación en mérito a la Directiva N°012-2013, 

que faculta la petición de estos viáticos para el personal que iba 
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a participar de estas actividades en el departamento de 

procedencia del congresista; los viáticos fueron solicitados en 

favor de los servidores Marco Antonio Quesada Castro (Asesor I), 

Luis Fernando Calderón Carbajal (Asesor II), Juan Carlos Llontop 

Gamarra (Asistente) y Segundo Ortiz Ramírez (Técnico), quienes 

se habrían beneficiado económicamente con viáticos y pasajes 

por vía terrestre o por vía aérea. 

 Asimismo, se le atribuye que en razón de su cargo de Congresista 

de la Republica, insertó en sus informes oficiales de la semana de 

representación de los meses de enero, febrero, noviembre y 

diciembre del año 2017, y enero, febrero y marzo del 2018, 

documentos públicos que presentó ante la Mesa Directiva del 

Congreso de la República, declaraciones falsas señalando la 

realización de diversas actividades oficiales, cuando esa 

información no se condice con la realidad. 

 La excepción de improcedencia de acción tiene como finalidad 

terminar con la pretensión punitiva del Ministerio Publico y evitar 

la tramitación de procesos que versan sobre hechos que son 

atípicos; es un medio técnico de defensa que otorga al 

justiciable la potestad de cuestionar preliminarmente la 

procedencia de la imputación ejercida en su contra, cuando el 

hecho denunciado no constituye delito o no es justiciable 

penalmente. 

 La evaluación de esta excepción debe ser estrictamente jurídica 

y vinculada con los hechos que propone el representante del 

Ministerio Público y que fueron aprobados en el Auto 

Aprobatorio de Formalización y Continuación de la Investigación 

Preparatoria. 

 La imputación fáctica, como exigencia básica de la 

investigación preparatoria, debe contener la descripción de los 

hechos concretos que se deben subsumir en un tipo penal y los 

fundamentos de punición que éstos contienen como el principio 

de lesividad. 

 La Corte Suprema señala que un primer supuesto jurídico para 

amparar la excepción de naturaleza o de improcedencia de 

acción, es que el hecho denunciado no constituye delito; esto 

es, que dicha conducta no esté prevista como delito en el 
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ordenamiento jurídico vigente (atipicidad absoluta), o que no se 

adecúe a la hipótesis típica de una disposición penal vigente y 

preexistente invocada en la denuncia penal (atipicidad 

relativa). 

 Se mencionan a los tipos penales de los delitos de peculado 

doloso y falsedad ideológica, así como a los bienes jurídicos 

protegidos en cada caso, su tipicidad objetiva y tipicidad 

subjetiva. 

 En el caso concreto, respecto al tipo penal del delito de 

peculado doloso, se atribuye haberse apropiado para sí de 

caudales públicos (importes dinerarios), entregados por la 

Dirección General de Administración del Congreso de la 

República, por concepto de “gastos de semana de 

representación”, considerándose según la hipótesis del 

representante del Ministerio Público, que los “viáticos” 

entregados por dicho concepto, constituyen un caudal público. 

 El Acuerdo Plenario N°07-2019 dejó establecido que el dinero 

otorgado como viáticos o como asignaciones económicas a los 

funcionarios o servidores públicos, no mantiene la condición de 

caudal público entregado bajo administración, dado que la 

facultad de la libre disposición de los caudales percibidos es 

incompatible con el concepto de administrar dinero para fines 

estatales, precisándose que existiendo el deber de rendir 

cuentas para el funcionario o servidor público y el de devolver o 

no lo gastado, el incumplimiento total o parcial no habrá de 

connotar el delito de peculado por apropiación, ello en razón a 

que el dinero estatal entregado propiamente para efectuar el 

encargo y el dinero entregado a quien se desplazará a un 

determinado lugar, cada uno pertenece a rubros presupuestales 

distintos y su naturaleza y objeto concreto también son 

diferentes. 

 Los congresistas no tienen acceso a presupuesto público y por lo 

tanto no pueden disponer; las asignaciones económicas 

recibidas por Salaverry fueron en calidad de disposición y no 

para que las custodie, administre o cuide, por lo que la 

conducta atribuida no se subsume en el artículo 387° del Código 

Penal. 
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 Añade que en el citado Acuerdo Plenario quedó establecido 

que tal supuesto de apropiación de asignación económica, 

puede configurar una infracción administrativa (diferente al 

delito), pudiéndose procesar administrativamente, precisándose 

que analizada la especial naturaleza de estas asignaciones de 

dinero, se puede concluir que ese dinero entregado a un sujeto 

público para gastos de movilidad, alimentación y hospedaje, lo 

son en calidad de transferencia en disposición, no en calidad de 

posesión o administración, a diferencia del dinero entregado 

para pago de tasas, derechos, aranceles, copias, etcétera. 

 Refiere que corresponde señalar que en el Informe de 

Orientación de Oficio N°2324, pago por Apoyo Logístico para la 

semana de representación – período 13 de setiembre de 2017 al 

28 de febrero de 2019, elaborado por la Contraloría General de 

la República, se precisa que la modificación de la asignación de 

“Apoyo Logístico para la semana de representación” aprobada 

con Acuerdo de Mesa N°038-2017 de 13 de setiembre de 2017, 

significó una variación de su naturaleza jurídica, pues lo que 

hasta ese entonces era un “reembolso de gastos” sujeto a 

rendición, pasó a ser una asignación de S/4,000.00 afecto al 

descuento del Impuesto a la Renta de quinta categoría 

(S/1.200.00). 

 Los viáticos son una “retribución por servicios personales” a tenor 

de lo dispuesto en el artículo 34° del TUO de la Ley del Impuesto 

a la Renta, por lo que sería un error concluir que el dinero 

entregado como asignaciones económicas para los gastos 

durante la semana de representación a Salaverry tengan 

contenido penal bajo la figura delictiva de peculado por 

apropiación; más aún si se tiene en cuenta que la asignación 

percibida tiene carácter de una retribución por servicios 

personales e integrante de las remuneraciones percibidas por los 

señores congresistas, concluyéndose nítidamente que no existe 

peculado doloso por apropiación, además dicho injusto penal 

exige que el funcionario o servidor público reciba los caudales o 

efectos por razón de su cargo y la función de administración, 

percepción o custodia que tiene el agente sobre dicho 

patrimonio debe estar fijado expresamente en una disposición 
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con fuerza legal que puede ser una ley, decreto, ordenanza, 

resolución, reglamento o acto administrativo; elementos 

inexistentes en la denuncia materia de análisis y por tanto no se 

encuentra subsumida la conducta de Salaverry en el artículo 

387° del Código Penal. 

 Al respecto, la doctrina y en particular el magistrado Salinas 

Siccha señala que este aspecto, o sea, el nombramiento por ley, 

resulta un elemento objetivo trascendente del delito en 

hermenéutica jurídica, si en un hecho concreto este elemento 

no se verifica, el delito de Peculado no se configura, así exista 

evidente apropiación de los caudales del Estado y éste resulte 

seriamente perjudicado en su patrimonio. Esta eficiencia 

constituye un límite que debe ser advertido por los jueces o 

fiscales, de lo contrario se vulneraría el principio de legalidad 

que sustenta la aplicación de las normas punitivas. 

 En ese mismo sentido el Reátegui Sánchez sostiene que el delito 

sólo podría perfeccionarse luego de comprobar que existe una 

vinculación funcional del sujeto público con respecto a los 

caudales y efectos públicos. 

 Si se tiene en cuenta las funciones exclusivas de los señores 

congresistas que son las de legislar, fiscalizar, pero no tienen 

vinculación con caudales o efectos del estado, por lo que no 

tienen acceso a presupuesto público. 

 Por caudales o efectos debe entenderse a cualquier bien 

patrimonial con valor económico presente o futuro, integrado 

por la cantidad de dinero monetario, bienes muebles, títulos 

valores, bienes inmuebles en la medida que formen parte de un 

bien patrimonial afecto al cargo público cuyo desempeño 

ostente el funcionario público; elementos descritos que, en la 

carpeta fiscal no se advierte que como tal, se hayan entregado 

al investigado y por lo tanto, encontrarse comprendido en algún 

ilícito penal. 

 Para el estudio de todos estos elementos, el numeral 2 del 

artículo 8° del Código Procesal Penal establece que para que el 

juez pueda resolver la excepción de improcedencia de acción, 

debe tener presente la carpeta fiscal. 
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 Con relación al delito de falsedad ideológica presuntamente se 

atribuye haber insertado en sus informes de actividades oficiales 

de la semana de representación de los meses de enero, febrero, 

noviembre y diciembre de 2017, y enero, febrero y marzo de 

2018, documentos públicos que presentó ante la presidencia de 

la Mesa Directiva del Congreso de la República, que 

contendrían declaraciones falsas, señalando la realización de 

diversas actividades oficiales, pese a conocer que tal 

información no se condice con la realidad, por cuanto no se 

habrían realizado, circunstancias que ocasionó un perjuicio, 

tanto patrimonial como extrapatrimonial al Congreso de la 

República. 

 El delito de falsedad ideológica del artículo 428° del Código 

Penal se configura cuando el agente (sujeto activo) inserta o 

hace insertar en instrumento público declaraciones falsas 

concernientes a hechos que deben probarse con el documento, 

con el objeto de emplearlo como si la declaración fuera 

conforme a la verdad. 

 El aludido tipo penal hace referencia a un instrumento público, 

calidad que no ostentan los informes de actividades oficiales de 

las semanas de representación que son cuestionados en la 

presente investigación. 

 Los informes mencionados contienen información detallada de 

las actividades programadas durante las semanas de 

representación de los meses de enero, febrero, noviembre y 

diciembre de 2017, y enero, febrero y marzo de 2018, informes 

que se dieron cuenta en cinco sesiones al Consejo Directivo del 

Parlamento Nacional, los mismos que no constituyen un 

instrumento público donde se haya insertado declaraciones 

falsas, no teniendo la condición o categoría de instrumento 

público a tenor de lo dispuesto en el artículo 235° del Código 

Procesal Civil, que exige ser expedido por funcionario público en 

el ejercicio de sus funciones. 

 No siendo atribución de Salaverry expedir o elaborar 

instrumentos públicos, carece de sustento la equivocada 

pretensión del Ministerio Público de atribuirle responsabilidad 

penal por el delito de falsedad ideológica, cuando no existe el 



 

10 
 

 JUZGADO SUPREMO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 Excepción de Improcedencia de Acción 

 Exp. N.° 00008-2022-1-5001-JS-PE-01 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

objeto material del injusto penal, que está constituido por un 

instrumento público. 

 El instrumento público debe haber sido expedido por un oficial 

público; debe ser competente; capaz de otorgarlo; y, que se 

observen las formas que la ley establece. 

 La Casación N°3881 del Cusco señala que el ordenamiento 

procesal civil clasifica a los documentos en atención a los sujetos 

de quienes provienen, permitiendo la existencia de los 

denominados documentos públicos o privados. 

 La presentación de los informes era facultativa y no obligatoria, y 

no estaban sujetos a fiscalización por la inexistencia de 

procedimientos sobre la materia, conforme se hace notar en el 

Informe de Orientación de Oficio N°2324 del 23 de octubre de 

2019, suscrito por el Sub Gerente encargado de Control del 

sector Justicia, Político y Electoral. 

 Los medios probatorios fueron presentados al juzgado en el 

escrito de fecha 20 de mayo de 2022, acompañando: 1) 

Acuerdo Plenario N°07-2019 de fecha 10 de setiembre del año 

2019; 2) el Informe de Orientación de Oficio de la Contraloría 

General de la República de fecha 23 de octubre de 2019; 3) el 

Informe N°54 del 25 de enero del 2019 emitido por la Directora 

General de Administración del Congreso de la República, donde 

se advierte que no hay perjuicio económico al Congreso; 4) 

Informe N°038 de la Oficina de Asesoría Jurídica del Congreso de 

la República, que ratifica los fundamentos anteriormente 

expuestos; 5) la Sentencia casatoria de fecha 05 de octubre del 

año 2016; 6) el Acuerdo Plenario N°4-2016 sobre audiencia de 

tutela; y, 7) el Recurso de Casación N°1307-2019 que indica en 

qué casos procede la excepción de improcedencia de acción. 

 En el Informe Final efectuado por la Subcomisión de Acusaciones 

Constitucionales de fecha 18 de marzo de 2021, página 143, en 

relación al Informe de Orientación de Oficio N°2324, se dice que 

no es parte del procedimiento por no haber sido ofrecido por las 

partes, cuando el Ministerio Público debió presentarlo dada su 

calidad de defensor de la legalidad y por tener conocimiento 

de su existencia. 
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 El dicho del señor fiscal corresponde al fondo del asunto, si se 

realizaron o no las actividades de la semana de representación, 

lo cual no se encuentra en discusión, puesto es un tema de 

carácter extra penal, ventilable en otra vía, en la vía 

administrativa previo requerimiento. 

 En el relato de los hechos se indica que hay apropiación de 

dinero, y que supuestamente no se cumplió por lo que se debe 

pedir la devolución del dinero previo requerimiento, a efectos de 

traer el proceso administrativo, lo cual no se realizó; no son temas 

de peculado, son temas de carácter extra penal. 

 No toca temas de fondo porque la improcedencia de acción es 

un medio técnico de defensa que otorga al justiciable la 

potestad de cuestionar preliminarmente la procedencia de la 

imputación exigida en su contra. 

 No procede la demanda en razón a que se recibieron las 

asignaciones económicas en calidad de disposición, más no 

para administrar ni custodiar dicho bien, por lo que este aspecto 

se debe tener en cuenta al momento de resolver la excepción 

deducida. 

 Concluye solicitando se declare fundada la Excepción 

formulada y el sobreseimiento.  

 

2.2 ARGUMENTOS DE LA FISCALIA 

 Señala que escuchó ampliamente lo expuesto por la defensa 

técnica donde menciona los cuatro hechos imputados al ex 

congresista Salaverry Villa, observándose que no se le imputa no 

haber rendido cuentas o haberlo hecho parcialmente; se le 

imputa no haber realizado las semanas de representación a las 

cuales estaba obligado efectuar por cinco días al mes, 

existiendo sospecha reveladora que no se realizaron y en otros 

casos fueron delegados. 

 Agrega que en otras semanas se encontraba en el extranjero lo 

que se encuentra acreditado conforme al informe de 

migraciones; hay fotografías en esos informes, que no se 

condicen con las actividades realizadas. Esa prueba no se va a 

discutir en este momento sino en la etapa correspondiente. 
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 La defensa menciona los acuerdos plenarios, cuyo uno de los 

requisitos es que se haya cumplido la comisión. 

 Se menciona la atipicidad relativa y absoluta y no queda claro a 

cuál supuesto se refiere. 

 El Ministerio Público asume que se refiere a la atipicidad 

absoluta, esto es, que el hecho no constituye el tipo penal 

imputado por el fiscal, pero tampoco constituye ningún otro tipo 

penal. 

 Sobre el delito de peculado doloso, que abarca apropiarse para 

sí como apropiarse a favor de tercero, el Acuerdo Plenario N°7-

2019, invocado por la defensa técnica, trata sobre viáticos y 

delito de peculado. En el fundamento Nº47, señala que se podrá 

considerar el dinero entregado y recibido en auténtica calidad 

de viáticos, cuando la comisión ya sea dentro o fuera del 

territorio nacional, sea cierta y no una falsa formalidad para 

encubrir una apropiación; y además se cumpla la comisión 

encargada independientemente del resultado obtenido. 

 La comisión nunca fue realizada, y al menos se tiene sospecha 

reveladora en ese sentido. 

 Asimismo, en el fundamento Nº49 del acuerdo plenario se 

mencionó que antes de imputar la comisión del delito de 

peculado, será necesario identificar si el funcionario cumplió o 

no con la comisión.  

 El Acuerdo Plenario 4-2005 sobre definición y estructura del delito 

de peculado, en su Fundamento N°6 señala claramente que 

para la existencia del delito de peculado confiado en razón de 

su cargo, en cualquiera de sus formas, sea necesario que el 

agente ejerza una tenencia material directa. Es suficiente que el 

sujeto activo tenga la disponibilidad jurídica, es decir, la 

posibilidad de libre disposición que en virtud de ley tiene, lo que 

se autorizaba por Acuerdo de Mesa y de acuerdo al 

Reglamento del Congreso. 

 El fundamento jurídico N°10 de la Casación 465-219/Cusco, 

señala que para la prosecución del delito de peculado de 

apropiación de viáticos, primero debe determinarse si éstos se 

llevaron a cabo, esto es, si el funcionario cumplió o no la 
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comisión; sino, la sola falta de rendición de cuentas de viáticos 

debe ser entendida de orden administrativo. 

 Queda claro que los importes denominados apoyo logístico de 

la semana de representación tienen naturaleza remunerativa al 

estar afectos al Impuesto a la Renta de Quinta Categoría y no 

están sujetos a rendición de cuentas, ni limita gasto 

determinado, pero siempre su entrega está condicionada a una 

finalidad pública, siendo esta la participación oficial de semana 

de representación para los cuales fueron entregadas. 

 Para su percepción se exige el cumplimiento de diversas 

condiciones, que de no verificarse alguna de ellas, se debería 

proceder a la devolución inmediata; entre ellas, el congresista 

debe concurrir personalmente; debe realizarla por cinco días 

continuos; el congresista que no pueda cumplir deberá devolver 

el dinero abonado por este concepto; tiene la obligación de 

informar que no realizará la semana de representación previo al 

abono; debe presentar informe sobre las actividades 

desarrolladas durante la semana de representación, la cual no 

tiene el carácter de rendición de cuentas. 

 Del Informe de Orientación de Oficio N°2324 emitido por la Sub 

Gerencia de Control del Sector Justicia, para la semana de 

representación de la Contraloría General de la República de 

fecha 23 de octubre de 2019, se advierte una situación adversa 

respecto a la revisión efectuada a la documentación al proceso 

de pago de la asignación denominada apoyo logístico para a la 

semana de representación. 

 También se menciona el Acuerdo de Mesa N°038-2017, que igual 

está sujeta a rendición de cuentas, y en su parte final se habla 

sobre la presentación de un informe, indicando a los congresistas 

que estaban de licencia, en el extranjero, con descanso médico, 

quienes optaron por devolver los montos otorgados por apoyo 

logístico. 

 El Informe N°54-2019 fue emitido por la oficialía mayor del 

Congreso de la República, con fecha 25 de enero de 2019, y ahí 

se habla sobre el acuerdo de mesa, la asignación de la semana 

de representación, que no se encuentra sujeta a rendición de 

cuenta; y asimismo, se advierten los comprobantes de pago que 



 

14 
 

 JUZGADO SUPREMO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 Excepción de Improcedencia de Acción 

 Exp. N.° 00008-2022-1-5001-JS-PE-01 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

adjuntó Salaverry por el alquiler de vehículos y se precisa que el 

informe debe ser presentado ante el órgano parlamentario 

correspondiente, por lo que no es cierto que no era obligatorio 

presentarlo. 

 Igualmente, en el Informe N°038 emitido por el Oficial Mayor del 

Congreso, expone cómo fueron evolucionando los montos 

otorgados; habla del Reglamento del Congreso; se mantiene la 

presentación del Informe que se debe presentar al Consejo 

Directivo y que se debe publicar en el portal de la institución. 

 Tenemos como antecedente la sesión de la Mesa Directiva 

celebrada el 22 de junio de 2019, sobre el acuerdo 170, donde 

se habla sobre los pasajes aéreos entregados; también se 

menciona al acuerdo N°018-2010-2011 sobre el módulo de 

apoyo logístico a los Despachos Congresales en la semana de 

representación. 

 La defensa señala que el artículo 235° del Código Procesal Civil 

refiere qué es un documento público, y que su numeral 1 refiere 

al otorgado por funcionario público en el ejercicio de sus 

atribuciones; en ese sentido, el investigado Salaverry es un 

funcionario público en su condición de Congresista de la 

República y los informes emitidos son un informe público, que 

incluso fueron materia de publicación en el portal 

correspondiente. 

 Conforme a la descripción detallada en la formalización de la 

investigación preparatoria realizada por el despacho de la 

fiscalía de la nación, se respetan los hechos y la tipificación 

expuesta, solicitando se declare infundada la excepción 

planteada por la defensa técnica por carecer de asidero 

jurídico; el Ministerio Público no realiza un pronunciamiento de 

fondo. 

 

2.3 DEFENSA MATERIAL DE SALAVERRY VILLA 

 Ratificó lo mencionado por su abogado respecto a que a las 

asignaciones económicas entregadas a los congresistas se 

realiza el descuento del impuesto a la renta, en otras palabras 

formaba parte del sueldo de un congresista, por lo que era de 

libre disposición, distinto cuando se refiere a caudales públicos, 



 

15 
 

 JUZGADO SUPREMO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 Excepción de Improcedencia de Acción 

 Exp. N.° 00008-2022-1-5001-JS-PE-01 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

como por ejemplo los presupuestos que administra un alcalde o 

un gobernador regional, dado que ellos si administran un 

presupuesto orientado a obras públicas. En el caso de los 

congresistas son viáticos, asignaciones económicas, que no 

pueden configurar delito de peculado conforme lo señala el 

Acuerdo Plenario N°7-2019. 

 Agrega que no estamos entrando en un tema de fondo, sino a 

ver si configura peculado, pero por honor no puede dejar de 

refutar lo dicho por el fiscal, que se encuentra sustentado en los 

informes de migraciones que me encontraba fuera del país en la 

semana de representación, y en el reporte de migraciones 

indica que la salida del país fue 24/02/2017, a las 10 de la noche 

y el vuelo a los Estados Unidos, partió a las 00:00 horas del día 

25/02/2017, cuando la semana de representación se llevó a 

cabo en la semana del 20/02/2017 al 24/02/2017. No se revisó el 

informe migratorio oficial. 

 Por otro lado, la sustentación sobre que los gastos se sustentan 

en facturas falsas, pero tiene una carta y facturas de la misma 

empresa donde el alquiler de una camioneta a una empresa, 

por mil quinientos soles, haciendo mención la existencia de las 

facturas del alquiler de la camioneta lo que se declaró ante 

SUNAT. 

 Hay un error del Ministerio Público al confundir la placa de la 

camioneta, puesto que la placa es T4M 932, y el Ministerio 

Público toma el número THM confundiendo el 4 con “H”, y 

cuando pidió el reporte a SUNARP sale que dicho vehículo no le 

pertenece a esa empresa. 

 En una junta de portavoces acordaron que la representación es 

nacional, no se circunscribe a una sola región, los congresistas 

son de la República, y no de la región La Libertad; y su 

representación es permanente. 

 Sobre la supuesta falsedad ideológica sostuvo que los informes 

eran una descripción de actividades y no es una rendición de 

cuentas, por lo que no se le puede considerar como un 

documento público. 

 Los informes son voluntarios y facultativos, por lo que no tiene 

sentido la tesis del fiscal. Hay congresistas por veinte o veinticinco 
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años y jamás presentaron un informe porque es voluntario, 

facultativo, y por ello indica qué sentido tendría falsificar un 

documento para tratar de sustentar algo que si quiere no lo 

presenta. 

 Ha logrado una estabilidad económica que le dé tranquilidad a 

su familia y a él para poder ejercer su vocación que es servir a su 

país, y por eso incursionó en política; durante el año que estuvo 

de Presidente del Congreso, no hubo alguna denuncia por 

alguna irregularidad administrativa o por el mal uso del 

presupuesto público, y por ello no va a dañar su honra, arruinar 

su vida y la de su familia o la de sus padres que se preocupan 

por esta denuncia. 

 Si se viera el contexto se observaría que esta denuncia nace una 

semana después que se opuso a una ley sobre el financiamiento 

de partidos políticos que iba a archivar todos los procesos que 

un partido político mayoritario tenía en marcha. La denuncia 

tenía como objetivo sacarlo de la mesa directiva, censurarlo 

como Presidente del Congreso para permitir que la ley prospere. 

Tuvo un objetivo político. 

  Solicita se haga justicia, se termine con este calvario; manifestó 

ser persona de bien y esta denuncia le ha hecho a nivel 

personal, profesional y públicamente mucho daño al ser una 

mancha en su carrera y trayectoria, y espera que se pueda 

hacer justicia y archivar para devolver la tranquilidad a sus hijos, 

a su esposa y a su padre. 

 

§ SOBRE LA EXCEPCIÓN DE IMPROCEDENCIA DE ACCIÓN. 

TERCERO.- En cuanto a la excepción de improcedencia de acción, 

debe tenerse en cuenta lo siguiente: 

3.1 El fundamento primario de las excepciones procesales radica en 

la conveniencia y necesidad de su planteamiento y resolución 

antes de la entrada al juicio, para evitar las consecuencias que 

resultarían si se obligase al imputado a permanecer 

innecesariamente sujeto al proceso, cuando existen 
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circunstancias que autorizan a impedir –provisoria o definitivamente- 

la constitución de la relación jurídica procesal.  

3.2 Para nuestro ordenamiento procesal, las excepciones son 

mecanismos legales otorgados al imputado para obstaculizar la 

acción penal, anulándola (en caso de existir alguna causal de 

extinción de la acción penal) o regularizando su tramitación (en 

caso de existir algún error en la vía procedimental), y están 

calificados como una manifestación del derecho de acción 

(contradicción) y de defensa del imputado, por medio del cual 

solicita a la autoridad judicial lo libere de la pretensión punitiva 

formulada en su contra. 

3.3 Una de las excepciones establecidas por el Código Procesal 

Penal en el artículo 6° inciso b) es la de improcedencia de 

acción que tiende a extinguir la acción penal cuando se alega 

que los hechos denunciados no constituyen delito o no son 

justiciables penalmente; es un medio de defensa técnico que 

tiene por cometido atacar el ejercicio de la acción penal para 

extinguirla o anularla mediante su archivo definitivo; por ser una 

excepción de carácter perentorio, se dirige a extinguir la 

relación jurídica procesal por falta de fundamento jurídico válido 

de la acción penal ya promovida (cuando el hecho denunciado 

no constituye delito o no es justiciable penalmente) y mediante 

su interposición el Juez está obligado a pronunciarse sobre el 

fondo del proceso y no sobre cuestiones meramente formales. 

3.4 Esta excepción se relaciona con el principio de legalidad que 

establece que sólo son delitos o faltas, aquellas acciones u 

omisiones que al momento de su comisión se encontraban 

sancionadas como tal en la ley penal (nullum crimen nullum 

poena sine lege praevia). Es la garantía de un estado de 

derecho que los ciudadanos únicamente puedan ser 
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sancionados con la pena estatal, cuando sus configuraciones 

conductivas en el momento de su realización se describían en 

definiciones legales, que son denominados: tipos penales. La 

reserva de la ley como única fuente productora de 

convenciones penales se deriva del Estado Constitucional de 

Derecho, donde el monopolio de la criminalización primaria es 

exclusiva función del poder legislativo y se constituye en la 

máxima garantía –tanto política como jurídica de los ciudadanos-. El 

significado político del principio de legalidad es evidente: 

representa una valla para la vocación punitiva del Estado, una 

garantía que protege al individuo frente al poder penal. 

3.5 No podrá procederse penalmente si la imputación no refiere a 

una acción u omisión definida con anterioridad a la comisión del 

hecho como delito en ley (en sentido formal y material) vigente. 

En consecuencia, si la acción u omisión descrita en la conducta 

humana imputada se subsume formalmente en el tipo penal – 

tanto en sus elementos constitutivos objetivos como subjetivos- y 

si ésta luego de ser confrontada con valores jurídicos de orden 

superior no es justificada, entonces estamos ante un injusto penal 

que amerita ser justiciable penalmente. 

3.6 De otro lado, “(…) La Corte Suprema, en otras decisiones, aclaró 

que cuanto la norma prescribe en su primer supuesto jurídico: 

‘que el hecho denunciado no constituya delito’, comprende dos 

extremos, esto es, que la conducta incriminada no está prevista 

como delito en el ordenamiento jurídico penal vigente o que el 

suceso no se adecue a la hipótesis típica de la disposición penal 

preexistente invocada en la denuncia penal (…) en definitiva, 

una conducta no constituye delito, ya porque no existe aún la 
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ley que prevé el caso o porque el suceso no se adecua a la 

hipótesis de una ley penal preexistente (…)”1. 

 

§ EL DELITO DE PECULADO. 

CUARTO.- Respecto al delito de Peculado Doloso que se imputa en las 

modalidades de Peculado Doloso por Apropiación y Peculado Doloso 

por Apropiación a favor de Terceros, se tiene que fue tipificado en el 

artículo 387° del Código Penal, en los siguientes términos:  

“Artículo 387. Peculado Doloso 
El funcionario o servidor público que se apropia o utiliza, 
en cualquier forma, para sí o para otro, caudales o 
efectos cuya percepción, administración o custodia le 
estén confiados por razón de su cargo, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni 
mayor de ocho años; inhabilitación, según corresponda, 
conforme a los incisos 1, 2 y 8 del art. 36; y, con ciento 
ochenta a trescientos sesenta y cinco días multa. […]” 

 

§ EL DELITO DE FALSEDAD IDEOLÓGICA. 

QUINTO.- El delito de Falsedad Ideológica se encuentra tipificado en el 

artículo 428° del Código Penal, en los términos siguientes:  

“Artículo 428. Falsedad Ideológica 
El que inserta o hace insertar, en instrumento público, 
declaraciones falsas concernientes a hechos que deban 
probarse con el documento, con el objeto de emplearlo 
como si la declaración fuera conforme a la verdad, será 
reprimido, si de su uso puede resultar algún perjuicio, con 
pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de 
seis años y con ciento ochenta a trescientos sesenticinco 
días-multa. 
El que hace uso del documento como si el contenido 
fuera exacto, siempre que de su uso pueda resultar algún 
perjuicio, será reprimido, en su caso, con las mismas 
penas.” 

 

§ LA IMPUTACIÓN FISCAL 

 
1 URTECHO BENITES, Santos Eugenio. “Los medios de defensa técnicos y el nuevo 
proceso penal peruano”, IDEMSA, Lima-Perú, Abril 2007, Páginas 293-294 y 296. 



 

20 
 

 JUZGADO SUPREMO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 Excepción de Improcedencia de Acción 

 Exp. N.° 00008-2022-1-5001-JS-PE-01 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

SEXTO.- De acuerdo a la Disposición de Formalización y Continuación 

de la Investigación Preparatoria de fecha 29 de abril de 2022 tenemos 

que en el caso de autos, se atribuyen al investigado Salaverry Villa los 

delitos de Peculado Doloso por Apropiación, Peculado Doloso por 

Apropiación a favor de Terceros, Falsedad Ideológica y Falsedad 

Genérica: 

6.1 Se imputa el delito de Peculado Doloso por Apropiación previsto 

en el artículo 387° del Código Penal, por los siguientes hechos: 

A) Por haberse apropiado para sí de caudales públicos (importes 
dinerarios), entregados por la Dirección General de 
Administración del Congreso de la República, por concepto de 
“gastos de semana de representación”, en mérito al Acuerdo de 
Mesa N°018-2010-2011-MESA-CR de fecha 17 de agosto de 2010, 
precisado mediante Acuerdo N°306-2011-2012-MESA-CR de 
fecha 19 de junio de 2012, para que participe en actividades 
oficiales de las semanas de representación de los meses de 
enero y febrero del año 2017, que le fueron confiados en razón 
de su cargo como Congresista de la República, actividades que 
no se realizaron, pero cuyos gastos (alquiler de vehículos) fueron 
sustentados documentalmente, por cuanto estaba sujeto al 
mecanismo de reembolso, con facturas que le fueron 
proporcionadas por personal de su confianza (asesor 
parlamentario), con la intención de sustentar la realización de 
servicios simulados o inexistentes y así apropiarse de fondos 
públicos destinados a sustentar gastos de semana de 
representación. 
 

B) Por haberse apropiado para sí de caudales públicos (importes 
dinerarios), entregados por la Dirección General de 
Administración del Congreso de la República, por concepto de 
“apoyo logístico en la semana de representación”, en mérito 
Acuerdo N°038-2017-2018/MESA-CR de fecha 13 de setiembre de 
2017, para que participe en actividades oficiales de las semanas 
de representación de los meses de noviembre y diciembre del 
año 2017, y enero, febrero y marzo del año 2018, los cuales no se 
realizaron, pero que le fueron confiados en razón de su cargo 
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como Congresista de la República, montos que se entregaban 
en forma adelantada a la semana de representación y que no 
se encontraban sujetos a rendición de cuenta (sustento 
documental de los gastos incurridos), sin embargo, sobre dichos 
informes, existía la obligación de acreditar la realización de 
actividades oficiales en las semanas de representación, 
conforme a los pronunciamientos de la Oficina de Asesoría 
Jurídica del Congreso de la República, esto es, presentando los 
informes por semana de representación. 

 
6.2 Se imputa el delito de Peculado Doloso por Apropiación a favor 

de Terceros previsto en el artículo 387° del Código Penal por los 

siguientes hechos: 

Por haberse apropiado para otros (peculado a favor de 
terceros) de caudales públicos (importes dinerarios), entregados 
por la Dirección General de Administración del Congreso de la 
República, por concepto de “viáticos por semana de 
representación”, en mérito a la Directiva N°012-2013-DGA/CR – 
Procedimiento para la asignación de viáticos y otros recursos por 
comisión de servicio dentro del territorio nacional, para que 
personal de confianza de su despacho congresal participen en 
actividades oficiales por las semanas de representación de los 
meses de enero, febrero, noviembre y diciembre del año 2017, y 
enero, febrero y marzo del año 2018, los cuales no se realizaron; 
sin embargo, solicito su asignación y entrega, en razón de su 
cargo como congresista de la República, beneficiando así a los 
ex servidores parlamentarios Geanmarco Antonio Quezada 
Castro (Asesor I), Luis Fernando Calderón Carvajal (asesor II), 
Juan Carlos Llontop Gamarra (asistente) y Segundo Agustín Ortiz 
Ramírez (técnico), quienes se habrían beneficiado 
económicamente con viáticos y pasajes (terrestres y/o aéreos). 

 
6.3 Se imputa el delito de Falsedad Ideológica previsto en el artículo 

428° del Código Penal por los siguientes hechos: 

Porque en razón de su cargo como Congresista de la República, 
habría insertado en sus informes de actividades oficiales de las 
semanas de representación de los meses de enero, febrero, 
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noviembre y diciembre del año 2017, y enero, febrero y marzo 
del año 2018 (documentos públicos), que presentó ante la 
presidencia de la Mesa Directiva del Congreso de la República, 
declaraciones falsas, señalando la realización de diversas 
actividades oficiales, pese a conocer que tal información no se 
condicen con la realidad, por cuanto no se habrían realizado, 
circunstancias que conllevó a ocasionar un perjuicio, tanto 
patrimonial, como extrapatrimonial, al Congreso de la 
República. 

 

6.4 En cuanto al delito de Falsedad Genérica previsto en el artículo 

438° del Código Penal, se observa que la excepción de 

improcedencia de acción no fue planteada respecto de dicho delito. 

 

§ ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

SÉTIMO.- El investigado Salaverry Villa dedujo como pretensión principal 

de su escrito presentado el 20 de mayo de 2022, la excepción de 

improcedencia de acción afirmando la atipicidad del delito de 

Peculado en las modalidades de Peculado Doloso por Apropiación y 

Peculado Doloso por Apropiación a favor de Terceros, y del delito de 

Falsedad Ideológica; y, como consecuencia de ello, solicita 

accesoriamente se declare el sobreseimiento de la investigación 

seguida en su contra por dichos delitos y la anulación de los 

antecedentes penales y judiciales que se hubieren generado (fojas 2); 

así fue fundamentado y consta en el Acta y videos correspondientes. 

 

OCTAVO.- De conformidad con el literal b) del numeral 1 del artículo 6° 

del Código Procesal Penal, la excepción de improcedencia de acción 

se circunscribe a determinar si “(…) el hecho no constituye delito o no 

es justiciable penalmente”; por esta excepción se ataca la parte 

medular de la acción, que recae sobre los elementos constitutivos de 

la acción o de la omisión, que al faltar uno de ellos, sea en su aspecto 
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objetivo o su correspondiente vertiente subjetiva del injusto (dolo o 

culpa), lleva indefectiblemente, en base al juicio de legalidad penal, a 

declarar la atipicidad de la conducta2. La alusión que el hecho 

denunciado no constituya delito, comprende dos supuestos:  

a) Que la conducta incriminada no esté prevista como delito en el 

ordenamiento jurídico penal vigente, es decir, la conducta 

imputada no concuerda con ninguna de las descritas en la ley 

penal. No es una falta de adecuación a un tipo existente, sino la 

ausencia absoluta del tipo, por lo que estaríamos ante un caso de 

atipicidad absoluta por falta de adecuación directa; y, 

b) Que el suceso fáctico no se adecúe a la hipótesis típica de la 

disposición penal preexistente, invocada en la investigación o 

acusación fiscal, esto es, cuando el hecho está descrito en la ley, 

pero la conducta adolece de algún elemento del tipo: sujeto –

activo y pasivo-, conducta –elementos descriptivos, normativos o subjetivos- y 

objeto –jurídico y material, por lo que en estos casos se estaría frente a 

un caso de atipicidad relativa, por falta de adecuación indirecta3. 

 

NOVENO.- A través de la excepción de improcedencia de acción el 

juez no puede ingresar a realizar valoración probatoria ni determinar si 

se acreditan, o no, los hechos imputados; el análisis se debe 

circunscribir exclusivamente a determinar si la imputación fiscal -la tesis 

fiscal- tal y como ha sido planteada encuadra en el supuesto fáctico 

 
2 De conformidad con el párrafo final del Cuarto Considerando de la Casación N°1307-2019/Corte 
suprema: «En el caso de la excepción de improcedencia de acción, vinculada a la viabilidad de la causa 
penal, ésta importa un cuestionamiento acerca del juicio de subsunción normativa, de puro derecho. Ello 
significa, primero, que sólo se debe tomar en cuenta el relato del Ministerio Público, plasmado como tal en 
la Disposición de Formalización y Continuación de la investigación preparatoria o, de ser el caso, en la 
acusación fiscal -no puede negarse, agregarse, reducirse o modificarse algún pasaje del relato 
incriminatorio, no se pueden alegar hechos nuevos-; y, segundo, que las solicitudes probatorias, para 
justificar alguna proposición de las partes, en mérito a lo anteriormente precisado, están vedadas. Se 
aceptan, por cierto, argumentos de justificación de la hipótesis planteada en vía de excepción y su 
sustento empírico -si y solo si correspondiera- en función a la propia exposición del acto de imputación 
fiscal y de sus recaudos.» 
3 Corte Suprema de Justicia de la República. Segunda Sala Penal Transitoria. Casación 392 - 2016 Arequipa 
de 12/09/2017.  
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contemplado en la norma penal. La probanza del hecho imputado no 

se realiza al resolver una excepción de improcedencia de acción, y 

por ende, cualquier argumento orientado a sustentar que está 

probado o desvirtuado algún hecho o circunstancia, no puede ser 

evaluado al emitir pronunciamiento con relación a este medio de 

defensa técnico. 

 

DÉCIMO.- En el caso concreto, el Peculado Doloso por Apropiación, el 

Peculado Doloso por Apropiación a favor de Terceros y la Falsedad 

ideológica se encuentran tipificados respectivamente en los artículos 

387° -los dos primeros- y 428° -el último- del Código Penal, por lo que, frente 

a la tipificación referida, se descarta de plano la presencia de 

atipicidad absoluta, quedando pendiente de evaluar la existencia de 

atipicidad relativa. 

 

UNDÉCIMO.- Para determinar la existencia de atipicidad relativa, 

corresponde evaluar los elementos objetivos y subjetivos de los tipos 

penales de los delitos de Peculado Doloso por Apropiación, Peculado 

Doloso por Apropiación a favor de Terceros y Falsedad ideológica, a 

fin de determinar si los hechos imputados por el Ministerio Público 

encuadran dentro de la hipótesis contenida en la norma pertinente: 

artículos 387° y 428° del Código Penal. Como se indica, no se trata de 

evaluar si el hecho imputado está probado, o no, sino de determinar 

que la tesis fiscal se condice con la descripción típica del delito 

imputado en cada caso, teniendo en cuenta precisamente los 

cuestionamientos planteados por quien dedujo la excepción de 

improcedencia de acción. 

 

DUODÉCIMO.- Respecto al delito de Peculado Doloso, en las dos 

modalidades imputadas -por Apropiación y por Apropiación a favor de 
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terceros- la defensa indica sustancialmente que los importes dinerarios 

entregados como viáticos y las asignaciones económicas a 

funcionarios o servidores públicos como gastos por la semana de 

representación, no tienen la condición de caudal público entregado 

bajo administración, conforme al Acuerdo Plenario N°07-2019, que no 

están sujetos a rendición de cuentas; precisándose en el caso de la 

asignación de apoyo logístico para la semana de representación, que 

está afecta al impuesto a la renta, y que en el caso de los viáticos, 

constituyen una retribución por servicios no personales. El 

cuestionamiento es básicamente de carácter jurídico, respecto a si 

apropiarse de viáticos o las asignaciones económicas entregadas por 

la semana de representación, en caso se acrediten, constituirían la 

comisión del delito de Peculado Doloso previsto en el artículo 387° del 

Código Penal. La defensa sostiene sustancialmente que no.  

 

DÉCIMO TERCERO.- A criterio de este juzgado, el apropiarse, para sí o 

para terceros, de viáticos o de las asignaciones económicas 

entregadas por el Congreso de la República a mérito de la semana de 

representación sí podría constituir delito de Peculado Doloso, en 

cualquiera de las dos modalidades imputadas, conforme al Acuerdo 

Plenario N°07-2019/CIJ-116 que la defensa invoca. Las razones son las 

siguientes: 

13.1 Mediante Acuerdo Plenario N°07-2019/CIJ-116 del 10 de 

setiembre de 2019 (en adelante Acuerdo Plenario N°07-2019) se 

establecieron como doctrina legal, los criterios establecidos en sus 

fundamentos jurídicos 35° al 49°, respecto a la naturaleza jurídica de los 

viáticos y en qué supuestos su uso indebido o apropiación puede dar 

lugar al delito de Peculado; esto es, no excluye de plano que la 

apropiación de viáticos no constituya delito, sino que supedita su 

existencia a otras circunstancias. 
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13.2 Se señala como sustento de la excepción de improcedencia de 

acción, respecto del delito de Peculado Doloso en las dos 

modalidades imputadas, que el dinero otorgado como viáticos y 

asignaciones económicas al funcionario o servidor público, no 

mantienen la condición de caudal público entregado bajo 

administración, dado que la facultad de la libre disposición de los 

caudales percibidos, es incompatible con el concepto de 

administrador dinero para fines estatales.  

13.3 Conforme a la tesis fiscal, al investigado Salaverry Villa se le 

atribuye el delito de Peculado Doloso por Apropiación, por haberse 

apropiado de importes dinerarios entregados en su condición de 

Congresista de la República por la Dirección General de 

Administración del Congreso de la República, por concepto de 

“gastos de semana de representación” y “apoyo logístico en la 

semana de representación”; montos que según el Ministerio Público 

tendrían la calidad de caudales públicos y le habrían sido confiados 

en su condición de Congresista, sin que se hayan realizado las 

actividades oficiales en las semanas de representación. Asimismo, en 

cuanto al delito de Peculado Doloso por Apropiación a favor de 

Terceros, se le atribuye haberse apropiado para otros, de importes 

dinerarios, entregados en su condición de Congresista de la República, 

por la Dirección General de Administración del Congreso de la 

República, por concepto de “viáticos por semana de representación”, 

para que personal de confianza de su despacho congresal participe 

en actividades oficiales por las semanas de representación. 

13.4 El citado Acuerdo Plenario N°07-2019 no establece, en modo 

alguno, que la apropiación de los importes dinerarios entregados 

como viáticos y las asignaciones económicas a funcionarios o 

servidores públicos, no den lugar a la comisión del delito de Peculado, 

sino que supedita la existencia del mismo a que se hayan realizado las 
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comisiones para las cuales fueron entregados dichos importes; en 

términos del mencionado acuerdo plenario, si se realizó la comisión y 

no se rindió cuenta del mismo o se rindió cuenta defectuosamente, no 

estaríamos ante un delito de Peculado sino ante una infracción de 

naturaleza administrativa; pero si no se realizó la comisión, sí nos 

encontraríamos, en teoría, ante el delito de Peculado -en las modalidades 

de apropiación materia de imputación. 

13.5 En efecto, el fundamento jurídico N.°47 del Acuerdo Plenario 

N°07-2019 señala al respecto: 

«47.° La consecuencia administrativa prevista ante la sola 

omisión de rendir total o parcialmente cuentas revela en el 

Perú una posible conducta reacia, tal vez deshonesta, pero sin 

suficiente entidad como para fundar una imputación penal y 

menos una condena por delito de peculado, debido a la 

naturaleza especial de los viáticos, y debe ser separada de la 

práctica desleal de apropiarse de dinero de las arcas del 

Estado pretextando una misión irreal o fraguada para tal fin; 

por tanto, se podrá considerar el dinero entregado y recibido 

en la auténtica calidad de viáticos cuando: i) La comisión 

(dentro o fuera del territorio nacional) sea cierta y no una falsa 

forma para encubrir una apropiación. ii) Se cumpla la comisión 

encargada (independientemente del resultado obtenido). iii) 

El monto de dinero entregado se ajuste al marco o nivel tope 

de la cantidad permitida por ley (no se haya inflado o 

sobredimensionado la suma).» (Negritas y subrayados 

agregados). 

13.6 En ese mismo sentido, en el fundamento jurídico N.°49 del citado 

Acuerdo Plenario N°07-2019 se estipula: 

«49.° Por tanto, antes de imputar la comisión del delito de 

peculado será necesario identificar si el funcionario cumplió o 

no con la comisión; si la cumplió, la omisión o defecto en la 

sustentación del gasto deberá quedar dentro de los estrictos 

ámbitos del control y sanción de orden administrativo. […]» 

(Negritas y subrayados agregados). 
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13.7 En este orden de ideas, respecto al Acuerdo Plenario N°07-2019 

no es correcto afirmar que la apropiación de los importes dinerarios 

entregados como viáticos o asignaciones económicas no constituya 

delito de Peculado, sino que ello dependerá de si el imputado realizó, 

o no, la comisión para la cual fueron entregados. Si no se realizó la 

comisión, el hecho trasciende del ámbito administrativo al penal, y por 

ende, la apropiación en tales circunstancias sí constituiría delito. 

Precisamente, la tesis fiscal no se circunscribe sólo a la apropiación de 

importes dinerarios, sino también a que las comisiones que debían 

realizarse con motivo de la semana de representación, no se 

efectuaron. 

13.8 Si se realizaron, o no, las comisiones encargadas (dentro del 

distrito electoral por el que se fue electo o en otros), esto es, las 

actividades oficiales de las semanas de representación que según la 

fiscalía no se efectuaron, y en específico, con relación a si el 

investigado Salaverry Villa se encontraba en el extranjero durante una 

de las semanas de representación o la existencia de una factura que sí 

correspondería a un gasto (alquiler de vehículo) que sí se habría 

efectuado, constituye un análisis que deberá realizarse a la luz de la 

actividad probatoria correspondiente, en el estadio procesal oportuno; 

como se ha indicado, ello no puede ser dilucidado al resolver una 

excepción de improcedencia de acción en donde el análisis debe 

circunscribirse a determinar si los hechos hipotéticos imputados por el 

Ministerio Público, calzan en el tipo penal respectivo. En ese sentido, en 

la Casación N°1307-2019/Corte Suprema se estableció que la 

excepción de improcedencia de acción importa un cuestionamiento 

acerca del juicio de subsunción normativa, de puro derecho, y que 

están vedadas las solicitudes probatorias para justificar alguna 

proposición de las partes. 
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13.9 Por consiguiente, los argumentos respecto a que los viáticos o los 

importes dinerarios entregados constituyan remuneración; retribución 

por servicios personales; que se encuentren, o no, sujetos a rendición 

de cuentas; o que estén afectos, o no, al pago del Impuesto a la 

Renta; o los alcances probatorios del Informe de Orientación de Oficio 

N°2324-2019-CG/JUSPE-SOO de la Contraloría General de la República; 

no resultan relevantes a efectos de resolver la presente excepción, 

puesto que como se indica, conforme a la doctrina jurisprudencial 

establecida en el Acuerdo Plenario N°07-2019, la apropiación de los 

indicados aportes dinerarios sí constituiría el delito de Peculado. 

13.10 Lo señalado precedentemente no contraviene, en modo 

alguno, la doctrina legal establecida en el Acuerdo Plenario N°4-

2010/CJ-116 sobre tutela de derechos, cuyo Fundamento Jurídico N°18 

prevé que las partes pueden hacer efectivo el uso de los medios de 

defensa técnico para evitar un proceso en el que no se hayan 

verificado los presupuestos esenciales de imputación, incluyendo la 

excepción de improcedencia de acción. Evidentemente, la 

interposición de los medios de defensa por parte de alguna de las 

partes procesales implicará que el juzgador deba resolverlos, pero no 

lo obliga a declararlos fundados o procedentes. 

 

DÉCIMO CUARTO.- En cuanto al delito de Falsedad Ideológica, la 

defensa sustenta la excepción de improcedencia de acción 

señalando concretamente que los informes de actividades oficiales de 

las semanas de representación, de los meses de enero, febrero, 

noviembre y diciembre de 2017, y enero, febrero y marzo de 2018, que 

presentó ante la presidencia de la Mesa Directiva del Congreso de la 

República, y que supuestamente contendrían declaraciones falsas 

respecto a la realización de diversas actividades oficiales con motivo 

de las semanas de representación, no tienen la calidad de 
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documentos públicos conforme al artículo 235° del Código Procesal 

Civil. 

 

DÉCIMO QUINTO.- Respecto a la excepción de improcedencia de 

acción planteada en torno al delito de Falsedad Ideológica, y 

específicamente, con relación a que se estaría imputado la inclusión 

de declaraciones falsas en un documento que no tendría la calidad 

de público, se considera lo siguiente: 

15.1 El artículo 235° del Código Procesal Civil estipula: 

«Artículo 235.- Documento público 

Es documento público: 

1.- El otorgado por funcionario público en ejercicio de sus 

atribuciones; 

2.- La escritura pública y demás documentos otorgados ante o 

por notario público, según la ley de la materia; y 

3.- Todo aquel al que las leyes especiales le otorguen dicha 

condición. 

La copia del documento público tiene el mismo valor que el 

original, si está certificada por auxiliar jurisdiccional respectivo, 

notario público o fedatario, según corresponda.» 

15.2 En el caso de autos, al investigado Salaverry Villa se le imputa 

que en su condición de funcionario público y en ejercicio de sus 

atribuciones como funcionario público (Congresista de la República), 

habría insertado declaraciones falsas en documentos públicos 

consistentes -según el Ministerio Público- en informes de actividades 

oficiales por semanas de representación, que le correspondía realizar. 

15.3 La tesis fiscal señala, concretamente, que el investigado 

Salaverry Villa tiene la condición de funcionario público (Congresista 

de la República), y que en ejercicio de sus atribuciones como 

funcionario público (Congresista de la República), le correspondía 

emitir los informes oficiales de las semanas de representación, en los 

cuales se habrían insertado declaraciones falsas respecto a la 
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realización de actividades oficiales por semanas de representación a 

pesar que dichas actividades no se habrían realizado. No está en duda 

que los Congresistas de la República son funcionarios públicos, 

situación que se reafirma en el ámbito penal conforme al artículo 425° 

numeral 2 del Código Penal4. 

15.4 En ese sentido, la tesis fiscal sí se condice con el supuesto 

hipotético descrito en el artículo 428° del Código Penal, consistente en 

insertar o hacer insertar, en instrumento público, declaraciones falsas 

concernientes a hechos que deban probarse con el documento, con 

el objeto de emplearlo como si la declaración fuera conforme a la 

verdad. 

15.5 Si realmente constituye, o no, el ejercicio de una atribución de 

los Congresistas de la República, la emisión de informes por la semana 

de representación, corresponderá ser determinado durante el proceso, 

en el estadio procesal oportuno; mientras tanto, siendo la tesis fiscal 

que dichos informes se habrían emitido como resultado del ejercicio de 

una atribución que tienen los Congresistas, ello implicaría que se trate 

de documentos públicos. 

15.5 Cabe señalar que la calidad de documento público, conforme 

a los términos del artículo 235° del Código Procesal Civil, no se 

determina en razón de si se tratan de documentos emitidos de manera 

voluntaria o facultativa, por lo que tal alegación no reviste relevancia 

a efectos de resolver la presente excepción. 

DÉCIMO SEXTO.- Respecto al argumento efectuado por el investigado 

Salaverry Villa, en el sentido que los hechos investigados son resultado 

de una denuncia interpuesta en su contra, por motivos políticos, a 

mérito de su proceder durante el ejercicio del cargo de Presidente del 

 
4 Artículo 425°.- Son funcionarios o servidores públicos: 
2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si emanan de 
elección popular. 
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Congreso de la República, ello constituye un argumento de defensa 

que no puede ser dilucidado al resolver una excepción de 

improcedencia de acción, puesto que, como se indica, este medio de 

defensa técnico debe circunscribirse a dilucidar si el hecho 

denunciado no constituye delito o si no es justiciable penalmente, 

conforme a lo previsto en el artículo 6° numeral 1 literal b) del Código 

Procesal Penal. 

 

DÉCIMO SÉTIMO.- En consecuencia, siendo que los hechos 

denunciados sí constituyen delito y son justiciables penalmente, la 

excepción de improcedencia de acción es infundada; y siendo que 

accesoriamente se planteó el sobreseimiento y anulación de 

antecedentes generados, estas pretensiones corren la misma suerte 

del principal, precisamente, dada su accesoriedad. 

 

Por los argumentos expuestos, el Juzgado de Investigación 

Preparatoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

RESUELVE: 

 

I. Declarar INFUNDADA la Excepción de Improcedencia de Acción 

interpuesta por el investigado Daniel Enrique Salaverry Villa 

respecto de los delitos de Peculado Doloso por Apropiación Ilícita, 

Peculado Doloso por Apropiación Ilícita a favor de Terceros y 

Falsedad Ideológica, en agravio del Estado. 

 

II. NOTIFÍQUESE conforme a ley. 

JCCHS/caft. 
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